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TRIBUNAL ESTATAL DE 

JUSTICIA ADMINISTRATIVA

TERCERA SALA UNITARIA

EXPEDIENTE: 392/2019-3

PARTE ACTORA: 

**********
AUTORIDAD DEMANDADA:

PRESIDENTE MUNICIPAL DE
CÁRDENAS, SAN LUIS POTOSÍ; Y
OTRAS.
MAGISTRADO:

LICENCIADO DIEGO AMARO GONZÁLEZ.

SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

LICENCIADA LORENA RUIZ AGUILAR. 

   
San Luis Potosí, S.L.P., veintiocho de agosto de dos mil veinte.
V I S T O S para resolver en definitiva los autos del juicio contencioso administrativo 392/2019-3, promovido por ********** en contra del Presidente Municipal de Cárdenas, S.L.P., del Director de Seguridad Pública Municipal de Cárdenas, S.L.P., y del Secretario General del Ayuntamiento de Cárdenas, S.L.P.; y,
R E S U L T A N D O
UNICO.- Mediante auto de fecha dieciséis de mayo de dos mil diecinueve, se tuvo al C. **********  promoviendo Juicio Contencioso Administrativo en contra del Presidente Municipal de Cárdenas, S.L.P., del Director de Seguridad Pública Municipal de Cárdenas, S.L.P., y del Secretario General del Ayuntamiento de Cárdenas, S.L.P.; por la nulidad del siguiente acto: “ La Baja o cese de mi trabajo como ********** Municipal del Municipio de **********, San Luis Potosí…”; quien manifiesta que tuvo conocimiento de tal acto o resolución el **********; en el propio auto, se admitió a trámite la demanda y se ordenó correr traslado a las autoridades demandadas, para que contestaran dentro del término legal lo que a su derecho conviniera, ofrecieran y exhibieran las pruebas que estimaran convenientes y expresaran los hechos con que éstas se encuentren relacionadas; apercibidas que en caso de no hacerlo, este Tribunal de oficio declararía la preclusión del derecho correspondiente y se les tendría por contestando la demanda en sentido afirmativo, salvo prueba en contrario..- Por auto de fecha veinticinco de junio de dos mil diecinueve, se tuvo a las autoridades demandadas por contestando la demandada; se ordenó correr traslado a la parte actora con el escrito de contestación y anexos para que manifestara lo que a su derecho corresponda; se admitieron las pruebas correspondientes de las partes; y ordenó requerir por los informes ofrecidos..- Por auto de fecha veintidós de noviembre de dos mil diecinueve, se tiene a las autoridades demandadas Presidente Municipal y Director de Recursos Humanos del Ayuntamiento de Cárdenas, S.L.P., respectivamente, rindiendo el informe que fue admitido como prueba a la parte actora, así como al Síndico Municipal del Ayuntamiento de Ciudad del Maíz, S.L.P., rindiendo el informe que fue admitido como prueba a las autoridades demandadas, ordenándose dejar sin efectos los apercibimientos decretados por acuerdo de fecha veinticinco de junio de dos mil diecinueve; en consecuencia, se puso  a la vista de las partes los oficios de cuenta, para que manifestaran lo que a su derecho convenga; fijándose fecha y hora para la audiencia final. La cual tuvo verificativo el diez de enero del dos mil veinte, con la asistencia del actor y su autorizado, así como del Secretario General del Ayuntamiento de Cárdenas, S.L.P., y del diverso delegado de las autoridades demandadas; el Secretario de Acuerdos dio cuenta con los escritos de demanda y contestación, e hizo relación de las constancias; en la etapa de pruebas, se tiene por desahogadas las pruebas documentales que fueron ofrecidas en tiempo y admitidas a las partes dada su propia naturaleza; y se procedió al desahogo de la Prueba Testimonial ofrecida por la parte actora, a cargo de ********** y la testimonial ofrecida por las autoridades demandadas, a cargo de **********, las que una vez concluidas, se hizo constar que no existen pruebas pendientes que desahogar; en etapa de alegatos, se certificó que no se formularon estos por ninguna de las partes; citándose para resolver el presente juicio.

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- A la Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos, 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 1º, 2º, 7º fracción XVII, 9º fracción III, 24, 35 fracción VIII y Quinto Transitorio de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; en relación con los arábigos 117 y 130 de Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado; y en el caso de este expediente, le compete conocer y resolver porque deriva de la baja o separación del servicio que desempeñaba el demandante como ********** en el Ayuntamiento de ********** S.L.P., donde se ejerce jurisdicción.

Competencia que además, fue reconocida en la Tesis de Jurisprudencia 23/96, aprobada por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en sesión privada de veinticuatro de mayo de mil novecientos noventa y seis: Novena Época, Registro: 200587, Instancia: Segunda Sala, Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, III, Junio de 1996, Materia(s): Constitucional, Administrativa, Laboral, Tesis: 2a./J. 23/96, Página: 244; que establece:

“COMPETENCIA PARA CONOCER DE LOS CONFLICTOS DERIVADOS DE LA PRESTACIÓN DE SERVICIOS DE LOS POLICÍAS. CORRESPONDE AL TRIBUNAL DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. (ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ). De lo dispuesto por las fracciones XIII, del apartado B, del artículo 123 y V, del 116 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, se desprende que la naturaleza del vínculo jurídico existente entre los agentes de seguridad pública y el Estado, es de naturaleza administrativa y no laboral. Asimismo, el Estatuto Jurídico de los Trabajadores al Servicio de las Autoridades de San Luis Potosí, tampoco reconoce como laboral el vínculo que une a los agentes de seguridad pública con el Estado. Por ello, resulta competente para conocer de los litigios que se generen con motivo de la prestación del servicio, el Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado, tal como lo dispone el artículo 2 de la Ley de Justicia Administrativa de dicha entidad federativa, que faculta a este órgano para conocer de las controversias de naturaleza administrativa entre las autoridades del Estado y los gobernados, sin dejar de tomar en consideración que las prestaciones demandadas no son sino una consecuencia de la acción de nulidad promovida en contra de la orden de baja del actor. Este criterio se ve fortalecido por diversas tesis aisladas y de jurisprudencia, dentro de las que destacan las tesis jurisprudenciales números 24/1995 del Tribunal Pleno y 77/95 de la Segunda Sala, publicadas en el Tomo II del Semanario Judicial de la Federación (Novena Época), la primera en el mes de septiembre de mil novecientos noventa y cinco, página cuarenta y tres, y la segunda en el mes de diciembre siguiente, página doscientos noventa, y aunque se refiere a los policías en el Estado de México, guardan analogía con lo que acontece en San Luis Potosí y no viene sino a fortalecer el carácter administrativo de la relación que sostienen los agentes de seguridad pública con el propio Estado. …”

SEGUNDO.- De acuerdo con lo que precisa el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado, esta Sala Unitaria procede a analizar la personalidad y legitimación de los comparecientes a este juicio.

El actor, compareció por derecho propio; acreditando su interés jurídico, en términos del artículo 231 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, al demostrar la relación jurídico administrativa que le unía con la parte demandada, con los recibos de nómina de fechas ********** del Municipio de **********, S.L.P., a nombre del accionante, que lo acredita como ********** de ese Municipio, documentales visibles en fojas 9, 44 y 45 respectivamente de este sumario.
La personalidad de las autoridades demandadas quedó acreditada a través de las copias certificadas de sus nombramientos que exhibieron en este juicio, expedidos a su favor que obran en fojas 27 y 28 del expediente en que se actúa, y con la copia certificada del Periódico Oficial del Estado publicado con fecha 19 de julio de 2018, relativo a la integración de los 58 Ayuntamientos de San Luis Potosí, periodo 2018-2021, visible en fojas 27 a la 36 de este sumario; de conformidad con lo dispuesto por el artículo 220 del Código Procesal Administrativo para el Estado.
Las documentales públicas anteriormente referidas, hacen prueba plena de acuerdo con lo dispuesto por los artículos 72 fracción I, 74 y 91 del Código Procesal Administrativo para el Estado.

TERCERO.- La litis planteada en este juicio, lo constituye el cese verbal del cargo que desempeñaba el actor como **********del Ayuntamiento de **********., el cual refiere le fue notificado verbalmente con fecha **********, aproximadamente a las 10:45 de la mañana, en las Instalaciones de la Presidencia Municipal, por el Secretario General de dicho Ayuntamiento; acto que fue señalado, de conformidad con la fracción IV del artículo 233 y 234 fracción II del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

Para acreditar la ilegalidad del acto impugnado, la parte actora, ofreció en su escrito de demanda las Documentales públicas visibles en fojas 8 y 9, 44, 45 y 55 de este sumario, consistentes en: 1.- Recibos de nómina de fechas **********, del Municipio de ********** S.L.P., a nombre del accionante, que lo acredita como ********** de ese Municipio; 2.- Oficio **********, emitido por el Secretario del Ayuntamiento de Cárdenas de fecha **********, en el cual se informa al actor que se le concede permiso para faltar al trabajo por el término de seis meses a partir del **********3.- Informe rendido por el Presidente Municipal y Director de Recursos Humanos del Ayuntamiento de Cárdenas, S.L.P., contenido en el oficio **********. Asimismo ofreció la prueba testimonial a cargo de ********** cuyo desahogo obra en fojas 68 vuelta y 69 frente, de este sumario. 
Documentales públicas que hacen prueba plena, de acuerdo con lo dispuesto por los artículos 72 fracciones I y II, 74, 75  y 91 del Código Procesal Administrativo para el Estado, para acreditar lo inserto en ellas; excepto la prueba testimonial, que queda sujeta al arbitrio de este juzgador, en términos del artículo 400 del Código de Procedimientos Civiles para el Estado, de aplicación supletoria.
Por su parte las autoridades demandadas, acompañaron para acreditar sus excepciones las siguientes pruebas: la Instrumental de actuaciones y la Presuncional legal y humana; así como las Documentales públicas consistentes en: 1.- Copia certificada de los nombramientos otorgados; 2.- Copia certificada del Periódico Oficial del Estado publicado con fecha 19 de julio de 2018, relativo a la Integración de los 58 Ayuntamientos de San Luis Potosí, periodo 2018-2021, visibles en fojas 27 a la 36 de este sumario; y 3.- Informe rendido por el Síndico Municipal del Ayuntamiento de Ciudad del Maíz, S.L.P., contenido en el oficio **********en el cual se informa lo siguiente: 
“1.- Si dentro de la Dirección de Seguridad Pública y Tránsito Municipal de **********, S.L.P., se encuentra como elemento activo de dicha corporación el C. **********; 2.- Informe la fecha en que ingresó a dicha corporación como elemento activo el C. ********** y 3.- Informe el salario semanal o quincenal que percibe el C.**********“Para lo cual me permito: El**********se encuentra como personal activo dentro de la Dirección de Seguridad Pública y Tránsito Municipal de **********., desde **********percibiendo por sus actividades un sueldo quincenal neto de **********
Documentales públicas referidas, que hacen prueba plena conforme a lo dispuesto por los artículos 72 fracción I, 74 y 91 del Código Procesal Administrativo para el Estado, y acreditan lo inserto en ellas. 
Asimismo, ofrecieron la prueba testimonial a cargo de **********, con el desahogo que consta en fojas 70 y 71 de este sumario; probanza la cual, queda sujeta al arbitrio de este juzgador, en términos del artículo 400 del Código de Procedimientos Civiles para el Estado, de aplicación supletoria.

CUARTO.- Previo al examen de los conceptos de impugnación, esta Sala Unitaria analiza las causales de improcedencia y sobreseimiento, sea que las partes lo aleguen o no, en razón de que el estudio de las mismas es de orden público y preferente a las cuestiones de fondo de la contienda planteada, conforme a lo previsto en el último párrafo de los artículos, 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado; habida cuenta que, la improcedencia y sobreseimiento del juicio, se traduce en la imposibilidad jurídica de que este órgano jurisdiccional estudie y decida sobre el fondo de la controversia. 

Es aplicable al efecto, la siguiente Tesis Aislada del Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, Registro 221332, Localización: Octava Época, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Fuente: Semanario Judicial de la Federación, VIII, Noviembre de 1991, Página: 185, Tesis Aislada, Materia(s): Administrativa, que dice: 

“CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, IMPROCEDENCIA DEL JUICIO, ANTE EL TRIBUNAL FISCAL. CONCEPTO JURIDICO. Las causas de improcedencia que determina la ley de la materia, ven o se refieren a la procedencia del juicio mismo, esto es, los motivos de improcedencia son en cuanto a que la acción en sí misma considerada no procede por las causas específicas consignadas en la ley; es verdad que las causas de improcedencia dan lugar al sobreseimiento, pero no necesariamente éste sobreviene por alguna de esas causas, pues por ejemplo, de acuerdo con la fracción I del artículo 203 del Código Fiscal de la Federación, procede el sobreseimiento por desistimiento del demandante, lo anterior, no significa que el juicio sea improcedente; el juicio sí procede y lo que acontece en ese caso es que la actora por propia voluntad desiste de su acción y ello hace que se sobresea en el juicio, mas no significa que la acción en sí misma sea improcedente. Acorde con la doctrina, la improcedencia de la acción se traduce en la imposibilidad de que ésta, en su concepción genérica, logre su objeto, es decir, la dicción del derecho sobre la cuestión de fondo o sustancial que su ejercicio plantea; tal improcedencia se manifiesta en que la acción no consiga su objeto propio, o sea, en que no se obtenga la pretensión del que la ejercita y principalmente por existir un impedimento para que el órgano jurisdiccional competente analice y resuelva sobre la cuestión debatida. En resumen, la improcedencia de la acción se traduce en la imposibilidad jurídica de que el órgano jurisdiccional estudie y decida dicha cuestión, absteniéndose obligatoriamente a resolver sobre el fondo de la controversia..- Amparo directo 734/91. Compañía Operadora de Teatros, S. A. 22 de agosto de 1991. Mayoría de votos. Ponente: Hilario Bárcenas Chávez. Engrose a cargo del magistrado: David Delgadillo Guerrero. Disidente: Hilario Bárcenas Chávez. Secretaria: Silvia Gutiérrez Toro.”

En ese tenor, se advierte que las autoridades demandadas, al producir su respectiva contestación que obra en fojas 20 a la 26 de este sumario, opusieron las defensas de falta de legitimación pasiva, falta de legitimación ad procesum, falsedad en la demanda, obscuridad en la demanda, prescripción de la demanda, basadas en que el actor fue dado de baja del sistema como **********de la**********Dirección de Seguridad Pública y Tránsito Municipal de ********** S.L.P., desde finales del ********** y que no existe ningún elemento de prueba que demuestre que el actor de este juicio haya estado activo o con permiso del mes de octubre de **********al mes de marzo de ********** aunado a que afirman que desde el mes de octubre se venía desempeñando como ********** 
Al respecto, debe decirse que tales manifestaciones son razonamientos que deban ser analizados en el fondo de la Litis, ya que están estrechamente vinculadas con la ilegalidad que reclama el actor en este juicio; siendo menester señalar que en cuanto a la prescripción de la demanda que hacen valer, la misma resulta infundada, ello toda vez que la fecha que refiere el actor en que tuvo conocimiento del cese o baja impugnado corresponde al **********y, a la fecha de presentación de su demanda, se encontraba dentro del término de treinta días hábiles a que se refiere el artículo 24 fracción I inciso b), del Código Procesal Administrativo en consulta,**********de ahí la improcedencia de sus argumentos.
Sirve de apoyo la Tesis de Jurisprudencia del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, aplicable al caso por analogía, Época: Novena Época, Registro: 187,973, Jurisprudencia Materia(s): Común, Instancia: Pleno, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, XV, Enero de 2002, Tesis: P./J. 135/2001, Página: 5; que a la letra dice: 

“IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO. SI SE HACE VALER UNA CAUSAL QUE INVOLUCRA EL ESTUDIO DE FONDO DEL ASUNTO, DEBERÁ DESESTIMARSE. Las causales de improcedencia del juicio de garantías deben ser claras e inobjetables, de lo que se desprende que si se hace valer una en la que se involucre una argumentación íntimamente relacionada con el fondo del negocio, debe desestimarse. …”
Asimismo se advierte de la lectura del escrito de contestación de demanda, que las demandadas refieren que los actos impugnados no deben ser atribuibles en lo personal al Presidente Municipal de Cárdenas, S.L.P., al Director de Seguridad Pública Municipal de Cárdenas, S.L.P., y al Secretario General del Ayuntamiento de Cárdenas, S.L.P., afirmando que dicho acto emana de un ente moral público denominado H. Ayuntamiento de Cárdenas, S.L.P.; afirmación que es inexacta, a virtud de que dichas autoridades constituyen las demandadas en este juicio, además de que representan al ente público denominado Ayuntamiento de Cárdenas y los actos atribuidos se hacen en ese carácter.
De igual manera, previamente se deben examinar los incidentes planteados, que no sean de previo y especial pronunciamiento, para ser resueltos en la propia sentencia definitiva, de acuerdo a lo ordenado por el artículo 116 segundo párrafo del Código Procesal Administrativo para el Estado.

Advirtiéndose por esta Sala Unitaria, que no existen causales de improcedencia o sobreseimiento que deba estudiar de oficio, ni incidentes planteados; por tanto, se procede al estudio de los argumentos de nulidad de la parte actora.
QUINTO.- El demandante hizo valer los conceptos de impugnación que se advierten en su escrito inicial de demanda en fojas 4 y 5 de este sumario, argumentos que no se trascriben y se tienen por reproducidos para que surtan los efectos legales que correspondan. 

Resulta aplicable por analogía, la Tesis de Jurisprudencia  de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, Novena Época, Registro: 164618, Instancia: Segunda Sala, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXXI, Mayo de 2010, Materia(s): Común, Tesis: 2a./J. 58/2010, Página: 830, que dice:  

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN. De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer.”

SEXTO.- Esta Sala Unitaria procede al estudio y resolución de fondo del 1° y 2° conceptos de impugnación, en forma vinculada por estar relacionados entre sí, en cuanto la supuesta falta de legalidad y de seguridad jurídica que controvierte de la baja ilegal de que se duele, asimismo se examinan en concatenación con las diversas constancias y probanzas que fueron ofrecidas por las partes que obran en autos de este procedimiento.

Apoya lo antes dicho por analogía, la Tesis de Jurisprudencia del Segundo Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Cuarta Región, Época: Décima Época, Registro: 2011406, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación, Publicación: viernes 08 de abril de 2016, Materia(s): (Común), Tesis: (IV Región)2o. J/5 (10a.):

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PROCEDE SU ANÁLISIS DE MANERA INDIVIDUAL, CONJUNTA O POR GRUPOS Y EN EL ORDEN PROPUESTO O EN UNO DIVERSO.- El artículo 76 de la Ley de Amparo, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 2 de abril de 2013, en vigor al día siguiente, previene que el órgano jurisdiccional que conozca del amparo podrá examinar en su conjunto los conceptos de violación o los agravios, así como los demás razonamientos de las partes, a fin de resolver la cuestión efectivamente planteada, empero, no impone la obligación a dicho órgano de seguir el orden propuesto por el quejoso o recurrente, sino que la única condición que establece el referido precepto es que no se cambien los hechos de la demanda. Por tanto, el estudio correspondiente puede hacerse de manera individual, conjunta o por grupos, en el propio orden de su exposición o en uno diverso. …”
Conceptos de impugnación que, en la parte que interesa refieren:
“1.-  En primer término dicho acto de autoridad en el que se da la baja o cese al suscrito, es a todas luces ilegal violando mis garantías de legalidad y seguridad jurídica consagrada en los artículos 14 y 16 constitucional.(…).”.- “…Como es apreciación literal la baja o cese del puesto **********priva mi derecho puesto que no hay formalidad procesal a la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí, por las razones siguientes: (…).”
“2.- Segundo en mi carácter ********** Municipio de Cárdenas, S.L.P., he cumplido de manera  cabal con todos y cada uno de los requisitos de permanencia artículo 65 de la Ley en comento (…), todo municipio en sus cuerpos de Seguridad Pública debe tener una Comisión de Honor y Justicia, artículo 126 capítulo IV, de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí, y también en el mismo ordenamiento legal dispone el procedimiento para aplicar sanciones, desde la amonestación hasta el cese, previstas en la misma ley.”.- “…Es decir, dicha baja o cese es ilegal y nulo, porque (…), primero debió mediar Juicio administrativa (sic) derivada del procedimiento contemplado en la Ley del Sistema de Seguridad del Estado de San Luis Potosí, y no como las autoridades responsables me cesaron de manera arbitraria separándome de mi trabajo, vulnerando y violando a todas luces mi garantía de audiencia y seguridad jurídica. …”
Del estudio y análisis de los conceptos de impugnación citados, en relación con las diversas pruebas aportadas y desahogadas, esta Sala Unitaria determina que resultan infundados.
Toda vez que se advierte de las diversas constancias que integran este juicio, que no fue acreditado en este procedimiento con ningún medio de prueba, el cese verbal que refiere el actor como acto impugnado, al parecer realizado el día **********, aproximadamente a las 10:45 de la mañana, en las Instalaciones de la Presidencia Municipal, por el Secretario General del Ayuntamiento de **********, S.L.P.; circunstancia que resulta indispensable, para examinar la legalidad o ilegalidad del acto de que se duele y que son planteados en estos conceptos que se analizan.
En efecto, como se desprende del escrito de demanda que obra en fojas 2 a la 7, el actor compareció a este Tribunal demandado como acto impugnado; la baja o cese injustificado de su trabajo como ********** San Luis Potosí, señalando como fecha en que tuvo conocimiento de la ejecución del acto administrativo el **********.
Señalando como hechos que constituyen los antecedentes de la demanda en su inciso “D”, lo siguiente:

“…D).- El pasado día **********, del año dos mil diecinueve, me presente a incorporarme, ya que se había vencido un permiso de seis meses que me había otorgado el **********, en su carácter de Secretario del Ayuntamiento a la Oficialía Mayor del Municipio de Cárdenas, S.L.P., y el Director de Seguridad Publica y Transito ********** no me permitió incorporarme y me dijo que me presentara con el Secretario General del Ayuntamiento de **********, S.L.P., ********** a recibir órdenes, por lo que me trasladé a las instalaciones de la Presidencia Municipal aproximadamente a las 10:45 de la mañana, y me dijo de manera verbal que por órdenes superiores mi contrato se había terminado y que estaba cesado.”
Acreditando en autos, el cargo que desempeñaba como **********del Municipio de Cárdenas, S.L.P., con las documentales que aportó en su escrito de demanda, consistentes en Recibos de nómina de fechas **********, del Municipio de Cárdenas, S.L.P., que obran en fojas 9, 44 y 45 de este sumario; documentales que no fueron objetadas por las demandadas, lo que genera el reconocimiento pleno de la relación administrativa que existía en la fecha en que se suscriben los recibos de nómina en cuestión y, por ende, el cargo que desempeñaba en esas fechas ante ese Municipio; las cuales adquieren el valor que les confieren los artículos 72 fracción I, 74, 91 y 100 del Código Procesal Administrativo para el Estado.
Ofreciendo como probanzas de su parte para acreditar el acto impugnado, el Informe rendido por el Presidente Municipal y Director de Recursos Humanos del Ayuntamiento de Cárdenas, S.L.P., contenido en el oficio **********, que obra en fojas 55 y 56 de este sumario, que le beneficia de manera parcial, del cual se obtiene que sólo reconocen que se encontraba adscrito a la Dirección de Seguridad Pública y Tránsito Municipal, como ********** de esa dirección y que ingresó a laborar con fecha **********; agregando por otro lado, que terminó su relación con esa Dirección a partir del **********, sin conocer el motivo y sin justificar las causas por las que ya no presta sus servicios, así como que se desconoce el procedimiento que siguió la administración saliente, y que la fecha de baja fue el **********, informando que el permiso por el término de seis meses que presenta el actor no está relacionado con la entrega recepción de la administración que existía, que desde la fecha de baja hasta la fecha del informe el actor no se ha desempeñado ningún día como elemento de la citada corporación.

Asimismo, ofreció la prueba testimonial a cargo de ********** que obra en fojas 68 vuelta y 69 de este sumario, de cuyas declaraciones no se desprende ningún dato encaminado a demostrar que el demandante fue cesado o dado de baja verbalmente por el Secretario del  Ayuntamiento de **********, S.L.P., el día **********, en las instalaciones de la Presidencia Municipal de ese Municipio Cárdenas, S.L.P., en los términos que aduce en su escrito inicial de demanda.
En efecto, respecto del dicho del actor que medularmente hizo consistir en que: el pasado día ********** aproximadamente a las 10:45 de la mañana, acudí con el Secretario General del Ayuntamiento de **********, S.L.P., **********, a recibir órdenes, y me dijo de manera verbal que por órdenes superiores mi contrato se había terminado y que estaba cesado; el primero de los testigos ********** declaró a las siguientes preguntas y a la razón de su dicho, lo siguiente:

“…A LA UNO PREGUNTA DIRECTA, Que diga el Testigo si conoce a ********** Calificada de procedente, manifiesta: Si. A LA DOS PREGUNTA DIRECTA, Que diga el testigo si sabe cuánto tiempo tiene de conocer a ********** Calificada de procedente, manifiesta: Quince años. A LA TRES PREGUNTA DIRECTA, Que diga el testigo si sabe donde trabaja **********  Calificada de procedente, manifiesta: **********, S.L.P. A LA CUATRO PREGUNTA DIRECTA, Que diga el testigo si sabe si sigue trabajando actualmente **********  para el municipio de Cárdenas, S.L.P. Calificada de procedente, manifiesta: No. A LA CINCO PREGUNTA DIRECTA. Que diga el testigo si sabe la causa por que **********no labora para el Municipio de Cárdenas, S.L.P. Calificada de procedente, manifiesta: Porque fue despedido. A LA SEIS PREGUNTA DIRECTA. Que diga el testigo que hechos sucedieron el día **********, en las instalaciones de la Oficialía Mayor de la Presidencia Municipal de Cárdenas, S.L.P. Calificada de procedente, manifiesta: El ********** de dos mil diecinueve a las diez cuarenta y cinco me encontraba en la Presidencia Municipal haciendo un trámite personal a lo cual me percato de que está conversando con el Secretario **********, el cual le dice que no hay más trabajo para él, como todo está sin puertas me percaté de que decían a ********** que ya no había trabajo para él. Que nos diga el testigo la razón de su dicho, manifiesta: Como le comentaba estaba haciendo mi trámite no hay puertas en la Presidencia Municipal de Cárdenas, San Luis Potosí y todo se escucha hacia afuera. Que es todo lo que tiene que manifestar…”

En cuanto al dicho del actor que medularmente consiste en que: el pasado día **********, aproximadamente a las 10:45 de la mañana, acudí con el Secretario General del Ayuntamiento de Cárdenas, S.L.P., ********** a recibir órdenes, y me dijo de manera verbal que por órdenes superiores mi contrato se había terminado y que estaba cesado; el segundo de los testigos ********** declaró a las mismas preguntas que se formularon al primer testigo, y a la razón de su dicho, lo siguiente:

“… A LA UNO PREGUNTA DIRECTA, calificada de procedente, manifiesta: Si. A LA DOS PREGUNTA DIRECTA, calificada de procedente, manifiesta: Más de veinte años. A LA TRES PREGUNTA DIRECTA. Calificada de procedente, manifiesta: Si, actualmente en la Dirección de Seguridad Pública y Tránsito Municipal **********, S.L.P. A LA CUATRO PREGUNTA DIRECTA. Calificada de procedente, manifiesta: No, ya no trabaja. A LA CINCO PREGUNTA DIRECTA. Calificada de procedente, manifiesta: Porque lo dieron de baja. A LA SEXTA PREGUNTA DIRECTA. Calificada de procedente, manifiesta: Que en Cárdenas no hay Oficial Mayor quien hace las funciones de Oficial Mayor es el Secretario del Ayuntamiento, el día ********** siendo aproximadamente las diez cuarenta y cinco horas yo me encontraba en las oficinas realizando tramites personales donde se encuentran las secretarias y dan a la oficinas de secretaria porque están juntas y me di cuenta que salió el Secretario de Ayuntamiento de nombre ********** y le dijo al señor **********que ya lo habían dado de baja y que ya no había trabajo para él. Que es todo lo que tiene que manifestar. Que nos diga el testigo la razón de su dicho, manifiesta: Porque yo me encontraba como ya lo había dicho antes en las oficinas de las secretarias tramitando haciendo tramites personales y me di cuenta cuando el Secretario del Ayuntamiento le dijo al señor **********que ya no había trabajo para él y que estaba dado de baja, porque yo me encontraba como ya lo había dicho antes en la fecha y  hora de la pregunta anterior que se me hizo. Que es todo lo que tiene que manifestar…”
Testimonios que resultan contradictorios tanto entre sí como respecto del dicho del actor oferente de la prueba; pues mientras que este último, dijo que le comunicaron que su contrato se había terminado y que estaba cesado; el primer testigo, al contestar la PREGUNTA SEIS DIRECTA, referente a qué hechos sucedieron el día **********, señaló que le dijeron al actor que no había más trabajo para él; y el segundo, al contestar la misma PREGUNTA SEIS DIRECTA, declaró que le dijeron al demandante, que ya lo habían dado de baja y que ya no había trabajo para él; esto es, ambos testigos nunca dijeron que el contrato del actor oferente se había terminado y que estaba cesado, sino que ya no había trabajo para él y que lo habían dado de baja, declarando así respecto de hechos y circunstancias diferentes a lo narrado por el actor que los presenta en su escrito inicial de demanda, caso en el cual, sus declaraciones no son claras ni precisas y existen dudas sobre la sustancia del hecho; por lo que, siendo insuficientes para  acreditar la baja o cese de que se duele el actor en este juicio, no se les puede conceder valor probatorio a favor de la parte actora oferente, con fundamento en lo dispuesto en la fracción III, del artículo 400, del Código de Procedimientos Civiles para el Estado de San Luis Potosí, de aplicación supletoria según numeral 163, párrafo segundo, del Código Procesal Administrativo para el Estado.
Contrario a lo anterior, los testigos ofertados por el accionante, fueron coincidentes al contestar la PREGUNTA TRES DIRECTA, cuya emisión y respuesta constituye una Confesión expresa del actor, referente a que si saben dónde trabaja la parte actora oferente; a lo cual, el primer testigo manifestó que trabaja de **********.; y el segundo de ellos, que actualmente trabaja en la **********.; declaración que adquiere especial relevancia, porque se relaciona con los hechos narrados por las autoridades demandadas y acredita las excepciones opuestas por éstas, en el sentido de que, el hoy actor fue dado de baja a finales de **********; y que, desde el mes de octubre (de 2018), se desempeña como ********** caso en el cual, la respuesta obedece a pregunta expresa de la parte actora, a través de su autorizado, sin que existan dudas ni reticencias sobre la sustancia del hecho ni respecto de las circunstancias esenciales, cumpliéndose todos los requisitos del artículo 400, del supletorio Código Procesal Civil del Estado.
Aunado a dicho testimonio, se cuenta con la Documental pública de valor probatorio pleno, consistente en el Informe rendido por el Síndico Municipal del Ayuntamiento de Ciudad del Maíz, S.L.P., según oficio **********; en el cual se informó a este Tribunal, que el hoy actor a la fecha del informe 2 de octubre de 2019, se encuentra como **********., desde el ********** percibiendo por sus actividades un sueldo quincenal neto de ********** Documental pública, estrechamente adminiculada con la declaración de los testigos **********quienes en la fecha de su declaración en la Audiencia final ante este Órgano Jurisdiccional, celebrada el ********** manifestaron que la parte actora se encuentra trabajando en la **********.
Circunstancia que origina, que dicha prueba testimonial no sea idónea para acreditar la baja o cese verbal que refiere el promovente, primero, al no reunir los requisitos del artículo 400 del Código de Procedimientos Civiles para el Estado, particularmente al resultar contradictoria y generar dudas sobre la sustancia del hecho y respecto de las circunstancias esenciales; y segundo, porque lo declarado en la Pregunta Tres Directa y el Informe del Síndico Municipal de Ciudad del Maíz, S.L.P., debidamente concatenados, demuestran plenamente una circunstancia diversa, consistente en que, desde ********** **********, el hoy actor venía prestando sus servicios para la **********., cargo del que en momento alguno se separó para reincorporarse al puesto que dice ocupaba en la corporación homóloga del municipio de **********, S.L.P.
Luego entonces, puede concluirse que el actor no aportó elementos de prueba o de convicción suficientes para justificar y acreditar la existencia del acto reclamado en el presente juicio, circunstancia que determina que el actor no cumplió con la carga probatoria que le correspondía para demostrar la baja o cese verbal al parecer emitido por la autoridad demandada; máxime que, del Informe ofrecido a cargo de las autoridades demandadas, según oficio ********** como se dijo con antelación, solamente se acreditó por así reconocerlo las demandadas, que ingresó a laborar el ********** así como la existencia de la relación jurídica administrativa, en las fechas de los recibos de pago de nómina, e indirectamente, en la fecha de expedición del permiso otorgado a la parte actora, esto es, en el período del 15 de junio de 2018 al 28 de septiembre del mismo año.
Por su parte, las autoridades demandadas en su escrito de contestación, niegan el acto impugnado consistente en la baja o cese formulado al hoy actor, argumentaciones que constituyen negativa de la existencia del acto impugnado por parte de la demandada, manifestando que no existió cese o baja del promovente, toda vez que al inicio de esa administración dentro de la plantilla laboral y dentro del sistema de seguridad pública no se encontraba registrado como ********** Municipal de ********** S.L.P., ya que fue dado de baja de su sistema como ********** de Seguridad Pública y Tránsito Municipal de Cárdenas, S.L.P., desde finales del ********** sin saber los motivos y las causas; que en su entrega recepción no estaba considerado como ********** o con permiso de la Dirección de Seguridad Pública y Tránsito Municipal de **********, San Luis Potosí; y que desde el **********, el hoy actor**********se encuentra como ********** circunstancia que fue debidamente acreditada por dicha autoridad mediante la documental pública que ofreció como medio de prueba consistente en el Informe rendido por el Síndico Municipal del Ayuntamiento de Ciudad del Maíz, S.L.P., contenido en el oficio **********plenamente adminiculado, con la declaración de los testigos propuestos por la parte actora, al contestar la Pregunta Tres Directa, en la Audiencia final celebrada el diez de enero de esta anualidad. 
Ahora bien, es necesario precisar que la carga probatoria en el presente juicio, le corresponde a las autoridades demandadas, en atención a lo ordenado por el artículo 274 fracción I del Código de Procedimientos Civiles para el Estado, de aplicación supletoria al Código Procesal Administrativo de la propia entidad, a virtud de que les corresponde la carga de probar sus afirmaciones, cuando la negación envuelva la afirmación expresa de un hecho; en este caso, la negativa de haber cesado o dado de baja al hoy actor, ya que se encuentra desempeñándose como ********** desde **********.
 Esto, en razón de que si se negó el acto impugnado, la carga de la prueba no le corresponde al accionante sino a las autoridades demandadas, pues no basta la negación del acto impugnado por parte de las demandadas para tenerlos por ciertos, ya que la autoridad demandada debe acreditar que no incurrió en la ilegalidad reclamada.

Sirve de sustento la Tesis de Jurisprudencia del Tercer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, Época: Octava Época, Registro: 226432, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación, Tomo V, Segunda Parte-2, Enero-Junio de 1990, Materia(s): Administrativa, Común, Tesis: I.3o.A. J/21, Página: 660, que dice:  

“ACTOS RECLAMADOS. ACTO NEGATIVO Y NEGATIVA DEL ACTO. SON DOS COSAS DISTINTAS. CARGA DE LA PRUEBA. Todo acto, por definición, supone la existencia de una conducta ya sea activa o pasiva. Dentro de la clasificación de los actos reclamados se distinguen entre los positivos y los negativos, considerando a los primeros como los que implican un hacer y a los segundos como los que reflejan una omisión o abstención. Así, para diferenciarlos se atiende a su naturaleza y a los efectos que producen respecto de la realidad. Por otra parte, la esencia del acto negativo versa, exclusivamente, sobre su característica que denota la omisión o la abstención de aquella a quien se atribuye. La negativa del acto, por lo contrario, no atiende a la naturaleza de aquél sino que propiamente constituye sólo una expresión sobre su existencia. En ello radica precisamente la diferencia entre un acto negativo y la negativa del acto. Como no se trata de conceptos iguales, la carga de la prueba en uno y otro supuesto se distribuye en forma desigual. La negativa simple del acto libera a quien la formula de la necesidad de probarla, pues, lógicamente, no es factible demostrar lo que se ha negado; de tal suerte que la carga de probar recae en su contraparte. En otro orden de ideas, si la negativa del acto no es simple sino calificada porque importa una afirmación, entonces quien la produce sí se encuentra en la necesidad de justificarla. La regla en cuestión se encuentra prevista por el artículo 82 del Código Federal de Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria a la Ley de Amparo, al disponer que el que niega sólo está obligado a probar, entre otras hipótesis, cuando la negación envuelva la afirmación expresa de un hecho. En tal virtud, si el acto por su naturaleza es negativo y aquella a quien se atribuye lo niega, no corresponde a su contraparte demostrar la existencia de ese acto debido a que, ciertamente, no se encuentra en la posibilidad de probar la omisión o la abstención de su contraria sino que, como la negativa expresada por ésta encierra la afirmación de que no incurrió en ellas, debe acreditarlo. En suma, como la manifestación respecto de la existencia del acto no modifica la naturaleza de éste, en tanto que se trata de cosas diferentes, debe concluirse que si las autoridades responsables en su informe niegan la existencia de los actos, esa consideración no les imprime a éstos el carácter de negativos. …”

Y la Tesis Aislada del Cuarto Tribunal Colegiado del Décimo Octavo Circuito, Décima Época, Registro 2004864, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta Libro XXVI, Noviembre de 2013, Tomo 2, Tesis XVIII.4º.7 A (10ª.), página 1294, que a la letra dice:
“CARGA PROBATORIA EN EL JUICIO ANTE EL TRIBUNAL DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO DEL ESTADO DE MORELOS. CORRESPONDE A LAS AUTORIDADES DEMANDADAS CUANDO EL ACTOR LES ATRIBUYE SU DESPIDO INJUSTIFICADO Y ÉSTAS, AUNQUE LO NIEGAN, ACEPTAN QUE EXISTIÓ UNA RELACIÓN ADMINISTRATIVA PERO NO MANIFIESTAN POR QUÉ YA NO LES PRESTA SUS SERVICIOS. Cuando el actor en el juicio ante el Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado de Morelos atribuye a las autoridades demandadas su despido injustificado, y éstas, aunque lo niegan, aceptan que existió una relación administrativa -no laboral- con aquél, pero no expresan por qué ya no les presta sus servicios, es decir, no se refieren a todos los hechos relacionados con sus pretensiones, en los omitidos opera la presunción legal de ser ciertos, salvo prueba en contrario, conforme al artículo 85 de la Ley de Justicia Administrativa de la entidad. En consecuencia, atento a dicho precepto y al diverso 386 del Código Procesal Civil local, de aplicación supletoria, corresponde a las demandadas la carga de probar que el actor dejó de prestar sus servicios por una causa no imputable a ellas sino, en todo caso, a él. ...”
Motivo por el cual, correspondía a las autoridades demandadas demostrar su negativa de haber cesado o dar de baja al actor en la fecha en que éste aduce que aconteció; lo cual se acreditó en este juicio, con las probanzas aportadas y desahogadas para acreditar sus excepciones.
En efecto, como se indicó anteriormente, la autoridad demandada ofreció para demostrar sus excepciones, las siguientes probanzas:  
1.- Instrumental de actuaciones y la Presuncional legal y humana; lo que se aplica, en términos de los artículos 72 fracción I, 74 y 91, del Código Procesal Administrativo para el Estado, en relación con los numerales 378, 388, 389, 391, 400, 403, 404 y 406, del supletorio Código Procesal Civil del Estado.
2.- Informe rendido por el Síndico Municipal del Ayuntamiento de Ciudad del Maíz, S.L.P., contenido en el oficio **********que obra en fojas 63 de este sumario, en el cual se informa que el hoy actor, se encuentra como ********** dentro de la Dirección de Seguridad Pública y Tránsito Municipal de **********., desde el ********** percibiendo por sus actividades un sueldo quincenal neto de ********** con lo cual se demuestra plenamente, que desde el ********** y, a la fecha de ese informe, ********** el accionante se encuentra trabajando como personal activo en dicha corporación y municipio; de acuerdo con lo dispuesto por los artículos 72 fracción I, 74, 91 y 100, del Código Procesal Administrativo para el Estado, pues se trata de un documento público expedido por un funcionario en ejercicio de sus funciones, aunado que no fue objetado por el actor en este juicio, a pesar de que se le dio vista con dicha documental para que manifestara lo que a su derecho correspondía, según consta en fojas 66 de este sumario, por lo que se tiene como documento auténtico al no existir prueba en contrario.
Documental de la que se obtiene, que el hoy actor desde el **********desempeña diverso trabajo durante el período del permiso de seis meses que le fue otorgado y que sigue desempeñando hasta la fecha en que fue emitido dicho informe, que fue el día **********; lo que permite sostener que se encontraba como elemento activo en otra corporación y otro municipio, en la fecha que afirma fue dado de baja por la autoridad demandada; lo que justifica y acredita fehacientemente la negativa de la autoridad demandada de haberlo cesado o dado de baja, pues efectivamente no lo pudo dar de baja o cesarlo de sus funciones como **********en el Municipio de ********** S.L.P., a virtud de que estaba ejerciendo el cargo de elemento activo de seguridad pública en otra corporación y otro Municipio, por lo que no podía estar desempeñando dos cargos de seguridad pública al mismo tiempo, habida cuenta que, jamás podrán reunirse en una misma persona dos empleos públicos por los que disfrute sueldo, al ser incompatible y generar conflicto de interés, de acuerdo con lo previsto por el artículo 132 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí.
3.- Testimonial a cargo de ********** quienes depusieron de manera similar con los hechos narrados por las autoridades demandadas oferentes de la prueba, en el sentido de que el actor fue dado de baja del sistema ********** de la Dirección de Seguridad Pública y Tránsito Municipal de ********** S.L.P., desde finales del **********; que el actor de este juicio no ha estado activo o con permiso del mes de octubre de 2018 al mes de marzo de 2019; y que, desde el mes de **********, se viene desempeñando **********.; lo cual se concatena, con los demás elementos de prueba referidos.
En ese contexto, la sola afirmación que hace el actor de que fue dado de baja en forma verbal el día********** aproximadamente a las 10:45 horas, por el Secretario General del Ayuntamiento de **********., constituye un razonamiento el cual en sí mismo no hace prueba alguna para tener por demostrada la existencia del acto impugnado; ello ante la acreditación de la negativa de la autoridad demandada, en el sentido de que, no lo cesó ni dio de baja porque se encontraba laborando en esa fecha como ********** dentro de la Dirección de Seguridad Pública y Tránsito Municipal de **********
Por lo que, no le asiste razón al actor para que proceda la nulidad del acto impugnado, al no haberse acreditado en autos de este juicio tanto el acto impugnado del cese verbal que reclama como las acciones intentadas ante este Tribunal, de acuerdo a los razonamientos precisados en este considerando.
En virtud de lo anterior, esta Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, con fundamento en lo establecido por el numeral 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; determina que el actor no acreditó el acto impugnado, consistente en el cese verbal del cargo que desempeñaba como **********del Ayuntamiento de **********., el cual refiere le fue notificado verbalmente con fecha **********, aproximadamente a las 10:45 de la mañana, en las Instalaciones de la Presidencia Municipal, por el Secretario General de dicho Ayuntamiento, de acuerdo a los razonamientos precisados en el Considerando Sexto de esta sentencia; y tampoco acreditó, las acciones intentadas en este juicio; por lo que, se reconoce la legalidad y validez del acto impugnado.
Por lo expuesto y fundado, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 7º fracciones I y XVII, 9º fracción III, 24, 25, 26, 28, 29, 30, 33, 34, 35, 36 y 37, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; 248, 249 y 251, del Código Procesal Administrativo para el Estado; es de resolverse y se,

R  E  S  U  E  L  V  E

PRIMERO.- Esta Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, resultó competente para conocer y resolver el presente juicio.

SEGUNDO.- Se declara que la parte actora no acreditó el acto impugnado y tampoco las acciones intentadas en este juicio, por lo que se reconoce la legalidad y validez del acto impugnado, de acuerdo a los razonamientos precisados en el Considerando Sexto de esta sentencia.
TERCERO.- Con copia autorizada de esta resolución, notifíquese personalmente a la parte actora y por oficio a la autoridad demandada.

Así lo resolvió y firma, el Magistrado Titular de la Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, Licenciado Diego Amaro González, hasta hoy día de la fecha en que lo permitieron las cargas de trabajo y derivado de la suspensión de actividades jurisdiccionales decretada por la pandemia del Coronavirus COVID-19, quien actúa con Secretario de Acuerdos, Licenciado Ismael Méndez Hernández, que autoriza y da fe.- RUBRICAS.-
	Licenciado Diego Amaro González
Magistrado Titular de la Tercera Sala Unitaria

	Licenciado Ismael Méndez Hernández 

Secretario de Acuerdos de la Tercera Sala Unitaria
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